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El Estado Docente

La aparición histórica de las Sociedades basadas en el Estado Moderno condicionó el desarrollo de la educación y la escuela con función fundamental de éste. En este proceso histórico –por demás complejo- se desarrollo la tesis del Estado Docente. Ésta es una doctrina político-educativa en la cual el Estado postula y asume la responsabilidad y derecho de adjudicarse la rectoría del proceso educativo. Esto bajo el principio de que el Estado se presenta como el representante legitimo del interés supremo de la nación, y donde la educación -como parte esencial del proceso de configuración social e individual del sujeto- se rige por los valores y normas de convivencia de la sociedad. En este sentido, el estado asume la dirección del proceso educativo como garantizar el desarrollo social y sus instituciones fundamentales.

Para clarificar con mayor precisión lo que entendemos por Estado Docente, veamos la definición que en un documento preparado por una Comisión designada por el Consejo de Escuela de Educación de la UCV para la Comisión de Educación de la Asamblea Nacional (1) se conceptualiza al Estado Docente:
El concepto de Estado Docente (bastante arraigado en la historia y la legislación venezolana, aunque poco aplicado) está íntimamente relacionado con el de Estado Social; esa fue la recreación que hizo del mismo el Dr. Luis Beltrán Prieto Figueroa para las condiciones planteadas, en aquel momento, por la modernización capitalista, la democracia de masas y el desarrollo independiente. Parte del supuesto de que todo Estado responsable y con autoridad real –sistematizamos su pensamiento- asume la orientación general de la educación de la nación en tanto que en un contexto democrático es expresión o emanación de la misma sociedad; esa orientación o principio que orientan la educación expresan su doctrina política y conforman la conciencia de los ciudadanos. En una sociedad democrática, estos fines generales de la educación no deben responder a los intereses de selectos grupos particulares, laicos y/o religiosos con un evidente poder social, sino al interés de las mayorías, de la nación. Así, el Estado, en tanto que represente a los intereses generales de la nación no debe renunciar a esa función esencial ni delegarla en una organización(es) privada(s), sea laica o religiosa pues, como suele suceder, dicha organización privada atiende más a sus intereses particulares o corporativos no necesariamente coincidentes con los de la nación.

Así la educación se concibe como una función pública;
La educación es concebida como una función pública esencial de la colectividad que en las sociedades modernas está encomendada al Estado en tanto que expresión jurídico – política de esa sociedad. En consecuencia, toda libertad absoluta para la educación es una libertad negativa, de allí que el derecho de enseñar no debe colocarse por encima del derecho a aprender, ya que éste es un interés orgánico y permanente de la sociedad.

Los principales rasgos que define un sistema de enseñanza organizados por el Estado, y regido por el principio de estado docente se caracteriza por ser un sistema de enseñanza pública, democrática y popular, gratuita y obligatoria.

El Estado Docente esta asociado a una cualidad desarrollada por el Estado Moderno, su orientación de Estado Social. En la cual el Estado interviene para dirimir las disputas entre los intereses que convergen en la sociedad, e impulsar el desarrollo y progreso de sus individuos. Según García Pelayos (2) la cualidad de Estado Socia se debe a:
(...) parte de la experiencia de que la sociedad dejada total o parcialmente a sus mecanismos autorreguladores conduce a la pura irracionalidad y que sólo la acción del Estado hecha posible por el desarrollo de las técnicas administrativas, económicas, de programación de decisiones, etc., puede neutralizar los efectos disfuncionales de un desarrollo económico y social no controlado. Por consiguiente, el Estado no puede limitarse a asegurar las condiciones ambientales de un supuesto orden social inmanente (...) sino que, por el contrario, ha de ser regulador decisivo del sistema escolar (...)

En este sentido, tal como lo afirma Luque (3) ...el Estado Docente no es sino el mismo Estado Social en el cumplimiento de sus compromisos educativos y culturales con la sociedad. En este sentido, el Estado asume la organización y representación de los intereses educativos y generales de la nación, renunciar o delegarla, implicaría someter a interés privados, que no necesariamente se vincula con los de las grandes mayorías de la Nación. Interés supremo en el cual el Estado funge como un promotor de la participación activa de los actores sociales en el proceso educativo de la nación. Pues si bien es cierto que el Esto asume la rectoría de la función educativa, no coarta o limita la gestión privaba de la educación pública; la experiencia histórica nos demuestra tal intención. Un Estado que interviene activamente en el proceso educativo para garantizar la inclusión de las mayorías, pero que as u vez estimula la iniciativa privada en función de los más elevados intereses de la nación. Pues, para el Estado Social de Derecho, la educación fragua las diferencias productos de las desigualdades en la producción y distribución de la riqueza.

Síntesis Histórica

Desde la Antigua Grecia se ha señalado la importancia de que el Estado asuma la conducción de la educación, este es un proceso que se consolido con el desarrollo del Estado moderno y la era industrial iniciado en el siglo XVIII. El proceso histórico de la educación venezolana se ha venido construyendo por la fuerza de diversos actores, siendo el Estado el principal actor de la configuración de la escuela nacional. Una escuela pública, al servicio de las grandes mayorías, gratuita, laica, universal y obligatoria son los rasgos que adquiere esta institución fundamental de las sociedades occidentales, en específico, de la sociedad venezolana por intermedio de la acción activa del Estado Nacional. Muchos momentos de esa historia han resultado contradictorios y de fuertes pugnas políticas entre el Estado y sectores de la sociedad que disputan la función educativa. El más antiguo de ellos es la Iglesia Católica, con funciones educativas desde tiempos inmemorables desde su oficialización del Imperio Romano, se ha presentado como institución con deberes y responsabilidades educativas. La secularización de la vida pública civil marco pauta en la configuración de Estados Laicos y de sus respectivos aparatos educativos. Inclusos en momentos críticos de aparición y consolidación del Estado Nacional (siglo XV hasta XX), estos actores se han enfrentado por las competencias educativas.

La historia oficial de la educación pública ha consolidado el principio doctrinario de Estado Docente. En momentos cruciales ha salido al paso al principio de libertad de enseñanza –consagrado constitucionalmente- y ahora enfrenta los reclamos doctrinarios y prácticos de la sociedad educadora. Para tener una idea general y amplia del desarrollo del Estado Docente en Venezuela, presentaremos a continuación un esbozo histórico de tal proceso.

El Siglo XIX y el Estado Docente

El desarrollo del modelo de Estado Nacional y el sistema educativo, como uno de sus elementos constitutivos, ha sido parte de un proceso de internacionalización de dichas instituciones (sea por imposición o por imitación). De alguna forma la escuela siempre tuvo presencia en la vida social como parte de un proceso de organización y regulación de la vida social. El consecutivo desarrollo de la Escuela y la aparición de determinadas condiciones históricas dan forma y legitiman lo que el mundo de hoy conoce como Sistemas Educativos Nacionales, los cuales aparecen asociados a la construcción y acción del Estado Liberal de principios del siglo XIX, modelo de sociedad dominante en el mundo Occidental. Tales sistemas –y en particular de su carácter nacional- expresan los rasgos definitorios que adquirió la Escuela desde ese momento. Tal como lo señala Antonio Viñao, en su definición de sistemas educativo nacional;
Por sistema educativo nacional entendemos una red o conjunto de instituciones de educación formal diferenciadas y relacionadas entre sí, gestionadas y/o controladas por agentes públicos, costeadas por el erario público y a cargo de profesores nombrados y supervisados por dichos agentes y retribuidos con cargo a un presupuesto asimismo público.

Los rasgos de la escuela moderna están definidos en su carácter público, gratuito y obligatorio, estatalmente sancionado y regulado, laico, constituida en una red nacional unida administrativamente al Estado. La conformación de la escuela moderna se realiza bajo las fuerzas de construir una escuela pública donde se forme al ciudadano, y en el cual el Estado juega un papel fundamental en su organización. Esta idea heredada del siglo XVIII –la Ilustración- y concretada en el siglo XIX –con la aparición de los Estados Nacionales- es la filosofía que sustenta el desarrollo de la escuela.

Aunque la “...escuela no fue creada por la voluntad política de un gobierno que a partir de una determinada ideología instituyera sus aparatos de dominación desde los cuales ejercerían el poder [y] Tampoco fueron el sistema jurídico, ni la legislación, los que definieron la escuela; así como tampoco fue el resultado de la evolución de la ciencia que al volverse humanitaria pensaría en la instrucción de las masas (Álvarez G. 1995:60). No podemos negar la fuerte carga e influencia civilizatoria de occidente sobre estas tierras, herencia cultural impuesta desde el occidente europeo. La educación al igual que el modelo de sociedad basada en el Estado – Nación, está circunscrito dentro de un proyecto civilizatorio impuesto desde la metrópolis europea. Gran parte de estos procesos se gestaron durante la dominación europea, y se profundización a partir de los procesos de independencia.
El movimiento de independencia de América estuvo animado por el pensamiento ilustrado... La idea de la civilización formó parte del pensamiento que justificó la creación de las Repúblicas independientes y condujo en gran parte el proceso de institucionalización de los nuevos Estados. (Álvarez G, 1995:43).

Álvarez (1995), al estudiar el proceso de institucionalización de la escuela en Colombia, señala los factores que instituyen la escuela: a) el modo de ser del pensamiento occidental, expresado por un proceso de occidentalización y por la ideología de la ilustración; b) las fuerzas que la hicieron posible: la iglesia, los vecinos, el gobierno, los funcionarios locales; c) los mecanismos que la instituyen: el maestro, los ramos de la instrucción y el gobierno de las escuelas.

Tales sistemas de factores se entrelazan “en procesos políticos y culturales tan intrincados y violentos como podría ser las fronteras latinoamericanas. Así como nuestras fronteras se han ido definiendo (simbólica y físicamente hablando) dentro de un conflicto, también los bordes de la escuela se han perfilado con el cincel de las armas (espirituales y materiales) (Álvarez, 1995:8).

Los movimientos de independencia en las colonias españolas y portuguesas en las tierras de América, vieron en la educación un mecanismo de fortalecimiento del naciente estado, elemento integrador de la Nación, la conformación del Estado Nacional y el Sistema Educativo iban influyendo en la configuración de la nueva soberanía y la superación del antiguo régimen. Así lo señala Gabriela Ossenbach (2001) cuando intenta explicar la génesis histórica de los sistemas educativos;
...los sistemas escolares se convirtieron en agentes de difusión de los valores nacionales que deberían contribuir a la integración de la sociedad en torno a un ideario común. Estos nacionalismos se manifestaron vivamente, por ejemplo, en la reacción de España y Portugal a las invasiones napoleónicas, y cobraron especial relevancia en América Latina, no sólo como una forma de afirmación ante las antiguas metrópolis europeas, sino también a la hora de fragmentarse el imperio hispánico y constituir sus propios imaginarios unas frente a las otras, fijando sus fronteras y los limites de su soberanía.

El nacimiento de los sistemas educativos nacionales en América Latina esta asociado al surgimiento de los nuevos Estados-Nacionales,
La instrucción de las masas era para ellos un requisito sin el cual no se podrían alcanzar las virtudes, la moral y los hábitos industriosos que provienen del trabajo sobre las riquezas naturales (Álvarez G. 1995:44)

La educación nacional fue consagrada en las cartas constitutivas de las recién creadas naciones, y su administración se debatía entre el poder central y el municipal; la instrucción científica o la Universidad era administrada por el poder central y la instrucción primaria o elemental estaba a cargo de los municipios. El rango constitucional adquirido por la educación permitió la definición de la direccionalidad del proceso educativo, sentó las bases para una filosofía del Estado en materia educativa, siendo éste un prerrequisito para la unificación y centralización de la educación – escolar;
En este importante momento de cambio, la organización de los sistemas de instrucción pública se manifestó como uno de los objetivos prioritarios para la formación y consolidación del Estado Liberal. Desde un principio se le asignaron a la enseñanza pública objetivos tan importantes como la instrucción de los ciudadanos en el conocimiento de sus nuevos derechos y deberes individuales, la transmisión de nuevos valores que deberían contribuir a la creación de una conciencia nacional y a un nuevo imaginario colectivo (aspectos que fue especialmente importante en América Latina, donde se construyeron nuevas repúblicas independientes), así como, conforme fue avanzando el siglo XIX, la integración de los inmigrantes extranjeros a la vida nacional. (Ossenbach, 2001:13).

Pero la idea de delegar en los municipios las competencias sobre la instrucción primaria era una herencia educativa de España, así,
En términos generales, los primeros intentos de organizar una red de instrucción pública nacional se basaron, en lo que se refiere a la enseñanza primaria elemental, en la unidad administrativa constituida por los municipios. A estos se les asigno, de acuerdo con la tradición del antiguo régimen, la competencia de sostener a las escuelas públicas, así como nombrar y mantener a los maestros... (Ossenbach, 2001:13)

El desarrollo y consolidación de los Sistemas Educativos Nacionales en América Latina no fue de forma homogénea para todas las recién creadas naciones (Weinberg, 1995; Ramírez, 2000; Ossenbach, 2001), los conflictos internos entre los distintos factores de poder de la vida nacional: Poder Central – Poder Regional, Iglesia, Conservadores – Liberales, vinculación al mercado internacional, condicionaron la estabilidad política, económica, ideológica y cultural de los nuevos Estados.
...la particular manera como cada país de América Latina y del Caribe se insertó en la división internacional del trabajo del capitalismo del Siglo XIX, como exportador de materias primas, permitió configurar desarrollos económicos diferenciados con exigencias en cuanto a necesidades de consolidar sistemas educativos no excluyentes y de amplia cobertura, también diferenciada. (Ramírez, 2000:312).

Así, en los países que experimentaban un desarrollo industrial temprano (Argentina, Chile, Uruguay) se estructura “un sistema educativo temprano sólido y dedicado no sólo a cohesionar ideológicamente a la población sino también a formar una mano de obra requerida por la dinámica económica. (Ramírez, 2000:313), siendo Chile uno de los primeros países en crear leyes Generales de Educación que definió su sistema público de enseñanza (1860: Ley Orgánica de Instrucción Primaria); seguido por Venezuela (1870), Uruguay (1877) y Argentina (1884). Chile fue uno de los primeros países en crear institutos de formación docente (1842, Escuela Normal de Preceptores) y de alcanzar el mayor porcentaje de población alfabeta (1885 – 30,3%) (4).

Los países de industrialización tardía (como Bolivia, Ecuador, Venezuela a partir del siglo XX, Nicaragua, Guatemala, Cuba, Santo Domingo, etc.) apegado a la explotación de la tierra, el comercio y la explotación primaria de minerales condicionaron el poco desarrollo de un sistema educativo nacional incluyente y de amplia cobertura. No será sino hasta mediados del siglo XX cuando muchos países de la región experimentan en crecimiento sostenido de la matricular escolar.

El sistema escolar del siglo XIX se construyó en un proceso simultáneo de consolidación del Estado Nacional. La confección del Estado Docente moderno se fraguó en este importante y convulsionado siglo. El Estado se haría del control de la enseñanza, y ésta cumpliría funciones vitales para la existencia del Estado: cohesión y control de los grupos humanos lo que implicaba la conversión del súbdito a ciudadano libre, laico y productor; y como mecanismo para el progreso social.

En el caso de Venezuela, las primeras leyes educativas, y en consecuencia, los primeros organismos de Estado para el gobierno de la educación tuvo una fuerte influencia española (5).

La Tesis del Estado Docente no comienza en Venezuela con la democracia moderna, con esta afirmación de Escontrela y Saneugenio (6), haremos una aproximación al decurso histórico a esta idea fundamental del pensamiento y la acción política del Estado Moderno gestado a la sazón de la Revolución Francesa.

La noción de Estado Docente es una herencia del pensamiento Ilustrado Occidental, cuyos principales argumentos educativos se orientaban a la instrucción pública popular y de corte laico. En Venezuela los rasgos de lo que pudiésemos entender como Estado Docente lo encontramos ya en la Constitución de 1811, cual los Diputados delegan en el Estado la función de organizar la instrucción pública, actividad que estaría en manos de las municipalidades.

Dentro del pensamiento político republicano inspirador de la obra emancipadora de comienzos del siglo XIX, la educación cobra un papel significativo en la configuración e instauración del nuevo orden político: la República Independiente. Con la promulgación de los Derechos del Pueblo en 1811 (7), se abriría una suerte de tradición educacionista en la cual el Estado consagra la educación como instrumento esencial para la formación del ciudadano necesario para la vida social. Así la primera Constitución de Venezuela, promulgada en 1811 (8) asume la educación como un derecho esencial del ciudadano y para ello delega al Congreso la facultad de legislar en materia de instrucción pública.

Mas tarde, en 1819, Simón Bolívar propondría en Angostura un proyecto de constitución en la cual proclama que la educación debe ser cuidado primogénito del Congreso. En el discurso de Angostura, Bolívar señala que para vivir en un sistema republicano debemos formar republicanos, y defiende la educación como la base cultural del Modelo Republicano, para Bolívar “Moral y Luces son los polos de la República, moral y luces son nuestras primeras necesidades” (9). Donde la existencia del orden y el imperio de la Ley, la educación es fundamental en la formación del carácter moral y del temperamento del ciudadano.

Aunque el Poder Moral que proponía el libertador fue aprobado como Apéndice de la Constitución de 1819, es un documento histórico fundamental que establece el precedente legislativo en la materia, así como también para la comprensión de la configuración del Estado Docente en Venezuela. Muchas legislaciones, códigos y decretos de nuestra era republicana van a delegar en el estado la responsabilidad de promover, organizar, dirigir y supervisar el proceso educativo. Las Leyes de Colombia del año 1821 y 1826, el Código de Instrucción Pública de 1843 se va a orquestar en tal dirección, y donde la política educativa de José María Vargas al frente de la Dirección de Instrucción Pública se va a constituir en un precedente fundamental de la acción del Estado frente al problema educativo. Ciclo que se fortalecería en 1870, cuando el gobierno del General Antonio Guzmán Blanco, decreta el 27 de junio la Instrucción Pública, Gratuita y Obligatoria.

Los factores socio-históricos que impulsaron la promulgación del Decreto de Instrucción Pública de 1870 y la experiencia administrativa sirvió de soporte para: 1.- la operacionalización de un ideal que había rondado durante mucho tiempo en la mentalidad de los venezolanos y que de algunas forma configuraba nuestro proyecto educativo, una escuela para todos, cuyo ciclo se cierra con la promulgación del Decreto de Instrucción Pública de 1870; 2.- otro aspecto tiene que ver con la conformación del ministerio de instrucción pública que nace de la experiencia anterior. Estos dos factores fueron fundamentales en el desarrollo de la escuela nacional, interés por el desarrollo de la institución con la puesta en marcha de escuelas con carácter experimental, y la organización y en muchos casos elevación a la categoría de universidad de algunos colegios nacionales.

La promulgación del Decreto del 1870 fue un ingrediente esencial para inspirar la moralidad de los administradores gubernamentales de la educación. Moralidad institucional que se expreso en un notable entusiasmos en los Secretarios del Interior y Justicia al tocar el tema educativo en sus balances de gobierno. Moralidad que sustento la acción educativa gubernamental de muchos Ministros de Instrucción Pública, aun en los tiempos actuales de revolución educativa.

El Decreto de Instrucción Pública del 27 de junio de 1870, sintetizaría las aspiraciones de más de un siglo por una educación pública, gratuita y para todos los ciudadanos. Se nutriría de importantes experiencias de otras latitudes, como al caso de Argentina y Francia. También, de importante iniciativas desarrolladas en nuestro país, como es el caso del Asamblea Legislativa del Estado Soberano de Guayana, los cuales intentaron organizar la enseñanza elemental en ese territorio. Pero la decisión legal más sobresaliente en esta materia la constituye el Decreto de Dalla-Costa, Presidente de dicho Estado, de fecha 6 de diciembre de 1869, bajo la denominación de Decreto sobre la Instrucción Popular. Este documento considera la instrucción popular como “condición precisa de los pueblos libres y una necesidad indispensable para el progreso y la prosperidad de las naciones”.

Los esfuerzos estatales en ese sentido fueron una constante en el siglo XIX venezolano –aunque fue se letra muerta-. Fue un movimiento mundial, pues no es coincidencia de que la génesis de los Sistemas Educativos Nacionales de muchos países de Europa y América surgieran en el siglo XVIII – XIX. Las Cartas Constitucionales de 1871, 1874 y 1891 persiste la obligación del Poder Público por estimular y organizar la educación en todos los niveles del sistema instituido.

El siglo XX y el Estado Docente

Las Constituciones de 1904, 1909, 1914, 1922, 1925, 1928 y 1931, establece que la nación garantiza a los venezolanos la libertad de enseñanza, aunque en estos años se mantiene el principio de Estado Docente, reivindicado por el Ministro Rubén González. Este principio legislativo heredado del siglo XIX, se regula en el Código de Instrucción Publica de 1910, en éste se establece que tanto la instrucción pública como la privada estarían sometidas a la inspección de los agentes del Ministerio de Instrucción Pública. También, en el código se ordena que el Estado a través del Ejecutivo Federal, los estados y las municipalidades de crear para los niños menores de siete (7) años escuelas maternales o jardines de infancia. El Código de 1910 sería derogado el 04 de junio de 1912, en el se recogería la nueva filosofía organizativa de la escuela, pero sobre todo;
...reflejan una búsqueda de la orientación administrativa del sistema escolar y también de lo que debía ser su orientación. (...) En ellos se refleja el enfrentamiento entre el Estado y los representantes de la jerarquía eclesiástica que viene del siglo XIX, sobre la libertad de la enseñanza y el control del Estado sobre la Educación. El Código de 1912, contenía precisas disposiciones sobre el control y la vigilancia del Ministerio de Instrucción pública sobre el funcionamiento de las escuelas privadas – en su mayoría atendidas por religiosos católicos. (10)

El tema de la libertad de enseñanza volvió a ser noticia (11), para 1913, cuando el Presidente de la República dictó el día 19 de diciembre, un Decreto Orgánico de la Instrucción Publica refrendado por los Ministros del Despacho, destinados a establecer el normal funcionamiento del ramo sobre la amplia y sólida base de la Liberta de Enseñanza. Tal principio es de libre uso por todos los ciudadanos, siempre y cuando no atente con la moral y el orden público, pero algunas profesiones queda bajo estricta vigilancia del Estado.

Culminada la dictadura de los 27 años del gomecismo, por la muerte del benemérito General Juan Vicente Gómez, 1936 marca el inicio una nueva etapa en la vida republicana venezolana, con profundas transformaciones económicas, demográficas, sociales y políticas. El florecimiento de un nuevo esquema social, sustentado en la participación ciudadana, seria el marco de referencia para el desarrollo de organizaciones civiles de participación política, como los gremios, sindicatos, federaciones y partidos políticos. Abriendo paso a las posibilidades de nuevas formas de participación ciudadana, representativas y que de alguna forma condicionaría el funcionamiento del nuevo Estado que se instauraría en la transición de 1936.

Desde 1936, en que Prieto Figueroa presentara el proyecto de Ley de Educación, hasta 1940, cuando se aprueba una Ley de Educación Nacional, cuatro leyes de educación estuvieron sujetas a las más enardecidas polémicas entre sectores conservadores como la Iglesia Católica y sectores del gomecismo que se mantenían en el Congreso y lo que aspiraban a una transformación de la educación venezolana, discusión que tuvieron como puntos centrales el Estado Docente y la Libertad de Enseñanza. En 1941, Uslar Pietri somete al Congreso Nacional un proyecto de Ley de Educación, finalmente, se aprobó el 15 de julio y la Ley entró en vigencia en septiembre del año 41 y posteriormente reformada parcialmente, en 1941, 1943 y en 1945. Ella recogió el criterio dominante entre los educadores democráticos venezolanos al mantener y perfeccionar la norma referente al control oficial de los planteles privados. Según la ley prenombrada “La enseñanza es libre, por lo cual toda persona tiene facultad para fundar cátedras o establecimientos docentes para enseñar en ellos, sin más limitaciones que los contenidos en la Constitución de la República”.

Pero esta ley, luego establecía una diferencia sustancial entre la enseñanza como facultad que todos posean libremente y el otorgamiento de títulos y certificados oficiales, que es un derecho exclusivo del Estado. Ahora bien, en el ejercicio de este derecho el Estado tiene que mantener ciertos controles, sobre los planteles privados que aspiren hacer valer sus estudios a los efectos de otorgamientos de certificados y títulos. Al igual, que en el año 1914, dice el Prof. Ascanío, en un trabajo titulado “Contribución al Estudio del Estado Docente en Venezuela”, se abrió un proceso de impugnación de esta ley de 1940, por considerarla violadora de la disposición constitucional sobre la libertad de enseñanza. Más, en esta oportunidad la Corte Federal dejó sentada en ponencia del Dr. José Rafael Mendoza, una doctrina clara y terminante sobre el derecho del Estado a ejercer vigilancia sobre la educación privada, y apoyándose en el concepto sobre el estado y el mandato constitucional en virtud del cual, el poder federal tenía la potestad de reglamentar las garantías que la constitución otorgaba a los ciudadanos (12).

La Ley fue objeto de demanda en la Corte Federal y de Casación de Venezuela en el año de 1940, “se demando la nulidad de la Ley de Educación por que atentaba contra la libertad de enseñanza. El demandante en el libelo alegaba que la libertad es un poder sin limitaciones y que como tal no puede estar reglamentada por el Estado. Ese concepto de libertad así entendida, es una noción anárquica, que no puede tener sentido ni lo tiene dentro de una colectividad, cualquiera que sea ella” (Prieto, 1990:44).
Valiéndose de los alegatos de la sentencia de la Corte Federal y de Casación de 1914 los contrarios de la función docente del Estado y de la subordinación a este de las actividades educacionales, recurrieron a ese Supremo Tribunal para solicita la nulidad de la Ley de 1940. la Corte, en una sentencia de meduloso contenido, de cuidadoso estudio, a diferencia de la sentencia de 1914, en la que campea la ligereza, dejó establecida una doctrina clara y precisa de la función docente del Estado venezolano, no obstante algunas apreciaciones fuera de lugar. El fallo se fundamenta en la más moderna doctrina jurídica, que pone de manifiesto, que por encima del interés particular los intereses supremos de la colectividad, y asienta que la educación es una función social ejercida por el estado para poner a lo individuos en capacidad de cumplir sus deberes y de reclamo de sus derechos, que es la norma de toda actividad de todo ciudadano en un país democrático... (Prieto, 1990:85)

La Ley establecía la gratuidad limitada, en consecuencia no era deber del Estado costear la educación de todos los ciudadanos. Este fue un punto ampliado en la legislación de 1948, en defensa de una educación gratuita y obligatoria para todos los ciudadanos. El concepto de Estado Docente presentado en la Legislación de 1948, es el más acabado en cuanto a sus atribuciones y facultades educativas.

La modernización del Aparato Institucional del Estado seria un factor orientador para una nueva visión del ciudadano venezolano, el establecimiento de un Estado de Derecho que fomente el respeto de los deberes y derechos del ciudadano, y la consolidación del Estado Social de Derecho, que ampliaría los principios fundamentales del hombre (derecho a la vida, salud, educación, vivienda, empleo), que siendo de carácter universal, fueron elementos pocos considerados en la gestión del gobierno gomecista, serían estos uno de los logros del periodo 1936 – 1948.

Las nuevas políticas públicas del Estado, estuvieron perneadas por la noción de “Desarrollo Social”, progreso y “Humanismo”, proyectos orientados a atender al mayor porcentaje de la población, que en situaciones precarias habían soportado las penurias de la pobreza, el analfabetismo y las enfermedades endémicas.

La creación de nuevos ministerios, ampliaría el rango de acción del Estado, marcaría un nuevo escenario, una nueva etapa en los anales de la historia venezolana. La reforma, si se puede definir de alguna manera la transición de 1936, vino de la mano de Políticas Publicas en materia de salud, y educación; la primera permitió superar el problema de las enfermedades endémicas que diezmaban a la población; y el segundo, se constituía en una aspirina potencial para superar otra enfermedad social como lo es el analfabetismo. Estos dos elementos oxigenarían a la sociedad hacia otro rumbo, distinto, pero no menos complicado y complejo, nuevas realidades enmarcadas en el auge del capitalismo en su fase industrial, la superación del esquema rural tradicional de producción y las convulsiones políticas por las aspiraciones populares democráticas.

En este contexto la idea de reforma educativa cobro fuerza como agente de cambio para la instauración de una nueva sociedad, mas justa, incluyente, democrática y donde nuevas corrientes renovadoras de la escuela encontraron campo propicio a sus aspiraciones, la formación de un hombre en sus plenas capacidades y potencialidades, con conciencia de su realidad histórica y su carácter social.

La Tesis del Estado Docente las vamos a encontrar en la discusión ideológica y políticas de los principales actores políticos a partir de 1936. Su tratamiento en los fundamentos legales y en la estructura legislativa venezolana va a ser muy amplia. La noción de Estado Docente vino acompañado de los planteamientos de la Escuela Nueva y de la Lucha política de Luis Beltrán Prieto Figueroa. Las ideas de la Escuela Nueva tuvieron particular influencia en la educación venezolana, pues sirvió como fundamento teórico para la modernización y democratización del aparato escolar venezolano.

Desde 1936, en que Prieto Figueroa presentara el proyecto de Ley de Educación, hasta 1940, cuando se aprueba una Ley de Educación Nacional, cuatro leyes de educación estuvieron sujetas a las mas enardecidas polémicas entre sectores conservadores como la Iglesia Católica y sectores del gomecismo que se mantenían en el Congreso y lo que aspiraban a una transformación de la educación venezolana, discusión que tuvieron como puntos centrales el Estado Docente y la Libertad de Enseñanza.

En Sesión Extraordinaria, el 25 de mayo de ese año de 1940, el Dr. Uslar presentó ante la Cámara de Diputados su Proyecto de Ley de Educación. En la exposición de motivos que el ministro Uslar presenta al Congreso de 1940, señala que el propósito de la ley es fomentar
“Una nueva formación a nuestro elemento humano para el logro de “hombres de recia disciplina moral y social contra la anarquía y la indolencia que por tantos años nos han destruido; hombres de capacidad técnica para el trabajo y la producción, contra el empirismo, la improvisación y el escaso rendimiento: hombres capaces de luchar con éxito contra la naturaleza hostil; hombres con un claro sentido de sus deberes con la patria, para con los demás y consigo mismo; hombres, en una palabra, capaces de sacar adelante la empresa de crear un país grande, una nación en el marco geográfico de Venezuela”

Expresión que pone de manifiesto un cambio en los fines de la educación, orientada a la formación de los recursos humanos que en el marco del desarrollo del capitalismo industrial de nuestro país se articularía con a él. Los principios de la Escuela Nueva estaría presente en la Legislación de 1940 al considerar a la educación como “un proceso integrador del individuo desde el punto de vista de su desarrollo biológico y su desenvolvimiento mental y moral”, principios que orientaría los fines del proceso educativo a;
“levantar progresivamente el nivel espiritual y material de la Nación Venezolana, adiestrar a los venezolanos para el desarrollo de su capacidad productora, intelectual y técnica y fortalecer los sentimientos de cooperación y solidaridad nacional”

El Proyecto de Ley de Uslar Pietri, finalmente, se aprobó el 15 de julio y entró en vigencia en septiembre del año 41 y posteriormente reformada parcialmente, en 1941, 1943 y en 1945, recogió el criterio dominante entre los educadores democráticos venezolanos al mantener y perfeccionar la norma referente al control oficial de los planteles privados. Según la ley prenombrada. “La enseñanza es libre, por lo cual toda persona tiene facultad para fundar cátedras o establecimientos docentes para enseñar en ellos, sin más limitaciones que los contenidos en la Constitución de la República” Pero esta ley, luego establecía una diferencia sustancial entre la enseñanza como facultad que todos posean libremente y el otorgamiento de títulos y certificados oficiales, que es un derecho exclusivo del Estado. Ahora bien, en el ejercicio de este derecho el Estado tiene que mantener ciertos controles, sobre los planteles privados que aspiren hacer valer sus estudios a los efectos de otorgamientos de certificados y títulos. Al igual, que en el año 1914, dice el Prof. Ascanio, en un trabajo titulado “Contribución al Estudio del Estado Docente en Venezuela.” Se abrió un proceso de impugnación de esta ley de 1940, por considerarla violadora de la disposición constitucional sobre la libertad de enseñanza. Más, en esta oportunidad la corte federal dejó sentada en ponencia del Dr. José Rafael Mendoza, una doctrina clara y terminante sobre el derecho del Estado a ejercer vigilancia sobre la educación privada, y apoyándose en el concepto sobre el estado y el mandato constitucional en virtud del cual, el poder federal tenía la potestad de reglamentar las garantías que la constitución otorgaba a los ciudadanos (13).

La Doctrina Pedagógica que definiría la acción del Estado Docente que se instauraría a partir de 1945, esta regido por fundamentalmente por cinco principios filosófico - pedagógicos: Humanismo Democrático, Escuela Nueva, Educación de Masas, Escuela Unificada y el Laicismo. Estos principios seria los ejes vectores que articularían los fundamentos legales que en materia educativas promulgaron durante el trienio 1945 – 1948, y que a más de cincuenta años aun tiene resonancia en las concepciones pedagógicas del presente y en la forma integrada como esta constituido el sistema educativo escolar venezolano.

La política educativa durante el trienio 1945 - 1948 se orientó a darle una nueva orientación al sistema educativo, la posibilidad de incorporar a la mayor cantidad de venezolanos al sistema de educación formal que permitiera el pleno desarrollo de la personalidad humana, sin mas limitaciones que las derivadas de su aptitud y atributos, la conformación de una educación politécnica que incorporara a la población al desarrollo industrial y a la capacitación técnica tanto del los sectores urbanos como rurales, esta política de masificación se concreto por diferentes medios y programas.

El planteamiento educativo de la Constitución de 1947, es enfático al señalar que “La educación es función esencial del Estado, el cual estará en la obligación de crear y sostener instituciones y servicios suficientes para atender a las necesidades educacionales del país y proporcionar al pueblo venezolano los medios venezolanos los medios indispénsables para la superación de su nivel cultural” (Art. 53). Precepto constitucional que definiría el concepto más acabado de Estado Docente, este preocupación parte de la vieja idea de que para vivir en democracia hay que formar ciudadanos para la democracia, y esto se logra creando las condiciones necesarias para la incorporación de todos los venezolanos a la educación. Politica fundamental de democratización (masificación) de la educación venezolana. Este deber del Estado de garantiza a todos los habitantes de la República el derecho a la educación se desarrollara a traves de una estructura escolar organizada por ciclos, de manera integral que permita orientar el “desarrollo armonioso de la personalidad humana, a formar ciudadanos aptos para la vida y para el ejercicio de la democracia, a fomentar la cultura de la Nación y a desarrollar el espíritu de solidaridad humana” (Art. 54) . La educación impartida en estableciemientos oficiales es grátuita en todos los ciclos. De acuerdo con la ley, el Estado facilitará a los individuos que carezcan de recursos los medios necesarios para que puedan cumplir la obligación escolar y proseguir estudios sin más limitaciones que la derivadas de su vocación y su aptitud.

El 11 de agosto de 1948, el Ministro de Educación, el Dr. Luis Beltrán Prieto Figueroa, introduce ante el Congreso Nacional el Proyecto de Ley de Educación a la que se puso el Ejecútese el 18 de octubre de 1948, que recoge el pensamiento y los principios de la Escuela Nueva sobre la educación y democrática, el Estado Docente y la Escuela Unificada.

Inspirada en los preceptos constitucionales de la recién aprobada carta fundamental de 1947 y en los fundamentos de la Escuela Nueva, según la exposición de motivos del Proyecto de Ley Organiza de Educación Nacional de 1948;
“La educación nacional será concebida como un proceso integral, correlacionado en sus diversos ciclos, y estará orientada a lograr el desarrollo armonioso de la personalidad, a formar ciudadanos aptos para la vida y para el ejercicio de la democracia, a fomentar la cultura de la nación y a desarrollar el espíritu de solidaridad humana” (14)

En este sentido, el cumplimiento de los fines permitiría la articulación horizontal y vertical de curriculum. Horizontal en el sentido amplio de cumplir con los fines educativos de la sociedad y vertical de responder a la dinámica propia del alumno, permitiendo así el pleno desarrollo de su personalidad. Para el cumplimiento de estos fines “Se hace indispensable un sistema educativo que funcione, desde los grados elementales a los superiores en permanente conexión con la realidad nacional” (15)

El eje de la filosofía educativa de la Ley de Educación de 1948, se centra el “Humanismo Democrático - Humanismo Educativo”, el cual Consiste en “Desarrollar las virtudes del hombre, colocándolo en su medio y en su tiempo, al servicio de los grandes ideales colectivos y concentrados en su tarea para acrecentar y defender valores que, si fueran destruidos pondrán en peligro su propia seguridad, constituye, en nuestro concepto el fin supremo de la educación”, ideales planteados en el Proyecto de Ley Orgánica de Educación Nacional, presentado ante el Congreso Nacional de 1948 por el Dr. Prieto Figueroa, “... principios que orientan un humanismo para las masas, en contraposición con el humanismo burgués, dirigido, como ya hemos visto, a las “elites”, y, sobre Todo, no a las “elites” de los mejores, de los más inteligentes y valiosos, sino a los que estaban en posición de predominio por su riqueza, o por su poder. Hablamos, en la exposición de ese proyecto, de un “humanismo democrático”, como inspiración y orientación de toda la ley” (16) educación de masas que se proyecte sobre la totalidad del pueblo venezolano “para que este se afirme a sí mismo en plenitud de conciencia ciudadana. Hay que llevar la educación a todas partes donde niños y adultos la requieran, en forma sistemática de las escuelas regulares y mediante actividades especiales de alfabetización y perfeccionamiento que se realice en los lugares de trabajo.” (17)

La aprobación de esta ley cerraría la primera mitad del siglo XX, pero también se cerraría en ella las aspiraciones de una nueva estructura escolar acorde con los nuevos tiempos, y de un ideal de nación, sustentada sobre principios democráticos. Esta ventana se cerraría con el golpe de estado al Gobierno de Rómulo Gallegos del 24 de noviembre de 1948 (apenas a 37 días de haberse aprobado la Ley) por el Alto Mando Militar, encabezado por el mayor Marcos Pérez Jiménez, jefe del Estado Mayor, y el teniente - coronel Carlos Delgado Chalbaud, ministro de la Defensa durante el Gobierno de Gallegos.

La Junta Militar de Gobierno sustituye la Ley Orgánica de Educación Nacional de 1948, con la promulgación en 1949 del Estatuto Orgánico de Educación Nacional.

La Dictadura y el Estado Docente

Tres años duró la “Revolución de Octubre”, a la que sucedió el decenio de la dictadura del General Marcos Pérez Jiménez. Durante ese decenio 1948 - 1958 Venezuela experimentó un cambio notable, que se tradujo en la modernización urbana de las principales ciudades del país y la construcción de obras de interés al desarrollo industrial, minero y energético de la nación. Aumento significativamente la población total del país, de poco más de cuatro millones a más de siete millones; pero lo verdaderamente importante consistió en la inversión de la estructura poblacional a un 60% urbana.

En el plano educativo, la dictadura militar promulgaría cinco instrumentos legales que normarían y definirían la política educativa del Gobierno. En primer lugar la Promulgación por decreto del Estatuto Orgánico de Educación el 25 de mayo de 1949. La Constitución de 1953, la Ley de Universidades, el Reglamento Orgánico de las Universidades Privadas y la Ley de Educación de 1955.

El Estatuto retoma algunos planteamientos de la Ley de Educación de 1940 (18). Los principios consagrados en este instrumento legal se vuelvan a la estructuración del sistema escolar por ramas, divididas en rural y urbana, y a los seis grados de la escuela en educación elemental y superior. Se retoma la concepción de la educación media y técnica planteada en la Ley de 1940.

En el Capitulo I de las Disposiciones Generales del Estatuto Orgánico se señala que el “Estado Venezolano que armoniza la educación como proceso de desarrollo biológico y el desenvolvimiento mental del individuo. Como fines fundamentales, el Estado Venezolano asigna a la educación publica los de levantar progresivamente el nivel espiritual y moral de la nación venezolana, adiestrar a los ciudadanos para el desarrollo de sus capacidades productora, intelectual y física y fortalecer los sentimientos de cooperación nacional internacional”. Estos planteamientos se ampliaran en la Ley de Educación de 1955.

Una de las innovaciones incorporadas en el Estatuto es el referente al apoyo a la Educación Privada, “El Estado Venezolano estimulará la educación privada, prestándole apoyo moral, dirección técnica y protección material. Esta se acordará según las posibilidades del Presupuesto de Educación previa solicitud de los interesados”, los cuales serían en concordancia con la Ley de Universidades Nacionales y Reglamento Orgánico de las Universidades Privadas, dictado el 22 de Agosto de 1953, la doctrina educativa básica para la creación en 1953 de las dos primeras universidades privadas del país: la Universidad Católica Andrés Bello y la Universidad Santa Maria.

Para 1953 se promulga una nueva constitución que en términos de un análisis comparativo con constituciones anteriores, significo un retroceso histórico en materia educativa semejante a los planteamientos constitucionales de la época del gomecismo. Remitiendo la responsabilidad educativa a las municipalidades, al respecto se señala:
Artículo 21°.- Es de la competencia de las municipalidades:
1°.- Organizar con sujeción a las leyes y reglamentos nacionales sus servicios de abastos, acueductos, aferición de pesas y medidas, alumbrado publico, arquitectura civil, asistencia social, cementerios, educación, mataderos, ornamentación municipal, transportes urbanos y demás de carácter municipal.
También contempla el principio de libertad de enseñanza y la educación como una garantía a los ciudadanos de la República.

Para 1955, entra en vigencia la Ley de Educación Nacional, la cual corresponde a la misma concepción filosófica y estructural del Estatuto de 1949 y la Ley de Educación de 1940. La ley se presenta bajo el espíritu utilitario – pragmatista para ser utilizado por el Gobierno. En sus 157 artículos está presente la atribución que le confiere al ejecutivo la responsabilidad de resolver, reglamentar o para modificar total o parcialmente una rama o aspectos de la educación que se normaban. Esta flexibilidad, entre otras razones de orden político, permitió que se mantuviera vigente hasta 1980, cuando se promulga una nueva Ley Orgánica de Educación. Legislación que resume las reformas estructurales del sistema educativo durante los primeros veinte años de democracia, especialmente las del Gobierno del Presidente Rafael Caldera (1969 – 1974).

Entre los fines de la educación planteados por la Ley de 1955, se establece que “Articulo 1: La educación pública tiene por finalidad la formación y desarrollo intelectual de los habitantes del país, y de contribuir a su mejoramiento moral y físico”. En cuanto a la estructura del sistema, el Titulo II de la Ley: “Ramas de la Educación”, comprende: Educación Preescolar – Educación Primaria – Educación Secundaria – Educación Técnica – Formación Docente – Educación Militar y Educación Universitaria. En este sentido se establece a la educación militar como una rama del sistema, que para la legislación de 1980 se constituiría como una modalidad del sistema.

En materia de formación docente se abre la posibilidad para que las universidades nacionales para formar docentes en educación secundaria al respecto señala: “Los titulados en Filosofía y Letras pueden ejercer la docencia en las materias de su especialidad, tanto en la Educación Secundaria como en la Educación Superior”. Echo que vendría a apoyar la iniciativa del Consejo Universitario de la Universidad Central de Venezuela en la creación de la Escuela de Humanidades y Educación (22 de septiembre de 1953).

Derrocada la dictadura de Pérez Jiménez, el 23 de enero de 1958, se instalo una Junta de Gobierno de transición que se propuso reanudar el proceso democrático interrumpido en 1948, convocando a unas elecciones generales ese mismo año. Fue así como Rómulo Betancourt se erige como presidente de la República.

Democracia y Estado Docente

La caída de la dictadura en 1958 marcaría el inició de la democracia representativa en Venezuela. Con la finalidad de establecer y consolidar el sistema democrático se firma el 31 de Octubre de 1958 en vísperas de las elecciones Presidenciales de Diciembre, el llamado Pacto de Punto Fijo, por los tres grandes Partidos Nacionales: Acción Democrática, Social Cristiano COPEI y Unión Republicana Democrática.

“El Pacto de Punto Fijo era una plataforma de concertación política y las ideas básicas que lo animaban, la de mantener un clima unitario en beneficio de la estabilidad democrática y evitar que la confrontación electoral y sus resultados quebrantaran, así como establecer reglas que facilitaran la constitución de un gobierno futuro y de los cuerpos deliberantes “de modo que ambos agrupen un equitativamente a todos los sectores de la sociedad venezolana interesados en la estabilidad de la República como sistema popular de gobierno” (…) Como consecuencia de aquel acto, los candidatos presidenciales Rómulo Gallegos, Rafael Caldera, Wolfan Larrazábal firman, en acto público y solemne en diciembre 1958, la Declaración de Principios y el Programa Mínimo de Gobierno”.(18)

La significación política, económica y social de este Pacto de Gobernabilidad permitía “crear una democracia para garantizar su supervivencia (en la cual se) necesitaba del apoyo de diferentes sectores de la sociedad y que el Estado respondiera y articulará los intereses divergentes (esto permitía) garantizar a los poderosos que no serían amenazados sus intereses por la aplicación de la regla de la mayoría en la toma de decisiones por parte del gobierno, y por otro lado, que la población en general tuviera confianza en los mecanismos de la democracia representativa.

El Programa Mínimo Común, “que es la parte programática del pacto, consistía en un conjunto de metas políticas, económicas y sociales que serían comunes a todos los partidos firmantes...” En materia educativa tales declaraciones contenían la política educacional a seguir por el candidato ganador, entre los lineamientos tenemos:
Fomento de la educación popular en todos sus aspectos, desde le pre - escolar y la primaria hasta la Universidad.
Revisión a fondo del sistema educacional en sus distintas ramas a fin de adaptarlo a las necesidades reales del desarrollo económico y cultural del país.
Campaña para erradicar totalmente el analfabetismo del territorio nacional. Intervención del Estado en la educación sin detrimento del principio de la libertad de enseñanza.
Protección y dignificación del magisterio. Medidas para incrementar al máximo la formación de los maestros.
Defensa de los valores históricos y artísticos nacionales y del patrimonio espiritual de Venezuela. (Fernández, ob. cit)

La educación como factor de desarrollo económico fue el principal fundamento del Programa Mínimo de Gobierno del Pacto de Punto Fijo; de las prescripciones constitucionales educativas de la constitución de 1961, y del Proyecto Principal Numero 1 de la UNESCO. En ellos subyacen los planteamientos teóricos del la Teoría del Capital Humanos (19), por medio de la cual se legitimo el aumento del gasto publico en educación para el fortalecimiento y desarrollo del sistema escolar venezolano, cuyos puntos clave se hallan en los siguientes planteamientos “a. La educación debe calificar al individuo con el fin de aumentar su productividad; b. el gasto efectuado en el campo de la educación debe considerarse como una inversión en capital humano; c. La inversión en capital humano asegura el incremento de la renta nacional; d. El gasto publico en capital humano garantiza la desaparición de las desigualdades sociales; e. Por lo tanto, aquellas naciones que cuentan con una población no calificada encuentran serios obstáculos para salir del subdesarrollo”. Política liberal – popular que vendría a complementar la política económica de sustitución de importaciones de los dos primeros gobiernos democráticos de Rómulo Betancourt y Raúl Leoni.

La Constitución de 1961, retoma la Tesis de Estado Docente planteada en las proposiciones legislativas de 1947 y 1948, al señalar que la educación es obligatoria, una responsabilidad de los padres y representantes y un deber del Estado (Art. 55)

Todos ciudadano tiene derecho a la educación (Art. 78) El Estado creara y sostendrá servicios suficientemente dotados para asegurar el acceso a la educación, la cultura, sin mas limitaciones que las derivadas de la vocación y las actitudes.

La educación tendrá como finalidad el pleno desarrollo de la personalidad (Art. 80) la formación de ciudadanos para la vida y ejercicio de la democracia. El estado orientará y organizará el sistema educativo para lograr el cumplimento de estos fines, principios fundamentales para la democratización del sistema escolar venezolano.

En este sentido el tiempo que transcurre entre 1961 y 1980, se incorporarían al sistema importantes reformas: Reforma de los Programas de Educación Básica (1969), Implementación de programas de educación rural, alfabetización y formación vocacional; Reglamento para la Educación Secundaria y la Educación Técnica, que la dividiría en dos ciclos uno básico común de tres años y un segundo ciclo especializado de dos años. Que sería la base para la estructuración del nivel de Educación Media Diversificada y Profesional. Reforma de la Educación Media, de la Ley de Universidades (1969) que permitiría la ampliación de la oferta educativa en Educación Superior y la consolidación del Principio de Autonomía Universitaria, la apertura del proceso de Descentralización y Regionalización de la Administración del Sistema Escolar, y la implementación de la educación básica. Así como la creación e unidades y departamentos del Ministerio de Educación que servían de apoyo técnico a la implementación de las políticas educativas de los gobiernos.

El tema del Estado Docente en la actualidad

La aprobación de la una Nueva Constitución por medio de Referéndum Popular, podría el cierre a la crisis de la Democracia Representativa y sería el derrumbe de la partidocracia y del bipartidismo gubernamental de AD y COPEI. Se daría la conformación de un nuevo cuadro político sustentado en el principio de la Democracia Representativa. En el marco de estas transformaciones políticas se abre la discusión en torno a la pertinencia del modelo educativo vigente para el momento, el papel del Estado en la organización y administración del sistema y la responsabilidad educativa de la sociedad. El debate entre el Estado Docente y la Sociedad Educadora, es la polémica que se abre a partir de 1999, y de la que tenemos sobre la mesa dos proyectos de Ley Orgánica de Educación.

En materia educativa, los planteamientos de nuevo equipo gubernamental tenían como prioridades:
Combatir la deserción escolar y desempleo juvenil.
Para ello se establecerán convenios entre empresarios y centros formadores para insertar a los jóvenes en los procesos productivos.
Creación de programas de formación y previsión que detengan los niveles de violencia, drogadicción y embarazo precoz que alteran el desarrollo e la población joven.
Aplicación de programas de participación y movilización juvenil.
Promisión de las empresas juveniles en áreas como el turismo y recreación.
Se destinara al menos 7 % del PIB para la educación.
Educación gratuita para todos los venezolanos.
200 días de clases al año.
2% del Presupuesto Nacional se destinará al sector cultural.
Se garantizara la formación, perfeccionamiento y seguridad de los intelectuales, artistas y promotores culturales.
Se rescatarán los canales televisivos del Estado con fines educativos y para la divulgación de los valores culturales nacionales.
Se implementarán políticas y programas para alcanzar en el mediano plazo, inversiones de 2 % del PIB anual de ciencia y tecnología.
Se definirán como áreas prioritarias para la investigación científico – tecnológica a la agroalimentación, la salud y la vivienda”. (Gómez Lucy, 1998)

En la Constitución de 1999, se asume muchos de los principios consagrados en la derogada constitución de 1961. La Constitución de la República Bolivariana de Venezuela consagra 33 artículos donde se menciona y regula la materia educativa. En el Preámbulo de la Carta fundamental se señala que (...) con el fin supremo de refundar la República para establecer una sociedad democrática, participativa y protagónica, multiétnica y pluricultural en un Estado de justicia, federal y descentralizado, que consolide los valores de la libertad, la independencia, la paz, la solidaridad, el bien común, la integridad territorial, la convivencia y el imperio de la ley para esta y las futuras generaciones; asegure el derecho a la vida, al trabajo, a la cultura, a la educación, a la justicia social y a la igualdad sin discriminación ni subordinación alguna (...). Importantes principios se consagran en la constitución: el derecho a que los niñ@s reciban una educación religiosa de acuerdo a la convicción de los padres, el derecho del Estado a abrir oportunidades de estudio a personas con necesidades especiales. El financiamiento de la educación como prioridad social. El apoyo a la cultura y a la divulgación de las ciencias, la tecnología, el arte y las humanidades. La protección prioritaria a la cultura nacional, como valores esenciales del pueblo venezolano. La Educación como derecho humano y un deber social fundamental, es democrática, gratuita y obligatoria. Constitucionalmente se asume a la ONU como principal asesor educativo de la política educativa del Gobierno. El principio de Autonomía Universitaria cobra rango constitucional.

La constitución asume la educación como un Derecho Humano, democrática, gratuita y obligatoria:
Artículo 102. La educación es un derecho humano y un deber social fundamental, es democrática, gratuita y obligatoria. El Estado la asumirá como función indeclinable y de máximo interés en todos sus niveles y modalidades, y como instrumento del conocimiento científico, humanístico y tecnológico al servicio de la sociedad. La educación es un servicio público y está fundamentada en el respeto a todas las corrientes del pensamiento, con la finalidad de desarrollar el potencial creativo de cada ser humano y el pleno ejercicio de su personalidad en una sociedad democrática basada en la valoración ética del trabajo y en la participación activa, consciente y solidaria en los procesos de transformación social consustanciados con los valores de la identidad nacional, y con una visión latinoamericana y universal. El Estado, con la participación de las familias y la sociedad, promoverá el proceso de educación ciudadana de acuerdo con los principios contenidos de esta Constitución y en la ley. (CRBV, 2000)

Amplia la obligatoriedad de la escolaridad, desde el maternal hasta el nivel medio diversificado:
Artículo 103. Toda persona tiene derecho a una educación integral, de calidad, permanente, en igualdad de condiciones y oportunidades, sin más limitaciones que las derivadas de sus aptitudes, vocación y aspiraciones. La educación es obligatoria en todos sus niveles, desde el maternal hasta el nivel medio diversificado. La impartida en las instituciones del Estado es gratuita hasta el pregrado universitario. A tal fin, el Estado realizará una inversión prioritaria, de conformidad con las recomendaciones de la Organización de las Naciones Unidas. El Estado creará y sostendrá instituciones y servicios suficientemente dotados para asegurar el acceso, permanencia y culminación en el sistema educativo. La ley garantizará igual atención a las personas con necesidades especiales o con discapacidad y a quienes se encuentren privados de su libertad o carezcan de condiciones básicas para su incorporación y permanencia en el sistema educativo.
Las contribuciones de los particulares a proyectos y programas educativos públicos a nivel medio y universitario serán reconocidas como desgravámenes al impuesto sobre la renta según la ley respectiva. (CRBV, 2000)

Sobre la profesión docente, la Constitución sanciona:
Artículo 104. La educación estará a cargo de personas de reconocida moralidad y de comprobada idoneidad académica. El Estado estimulará su actualización permanente y les garantizará la estabilidad en el ejercicio de la carrera docente, bien sea pública o privada, atendiendo a esta Constitución y a la ley, en un régimen de trabajo y nivel de vida acorde con su elevada misión. El ingreso, promoción y permanencia en el sistema educativo, serán establecidos por ley y responderá a criterios de evaluación de méritos, sin injerencia partidista o de otra naturaleza no académica.

El amplio contenido educativo consagrado en la Constitución Nacional se “Reafirma la concepción ideo-política de Estado Docente como rector y supervisor del sistema Educativo y Escolar, obviamente en un marco de legalidad claramente establecido por el Constituyente. Así mismo, señala aspectos novedoso referidos a la educación ambiental, los medios de comunicación y la formación ciudadana, Ciencia, Tecnología y Deporte. (MARIN, 2001)

Lineamientos generales que pretendían revolucionar la educación venezolana, y otorgarle el espacio presupuestario que de acuerdo a los planteamientos de la UNESCO, deben destinarse a la educación.

Estos lineamientos se enmarca dentro de la idea de un virtual relanzamiento del sistema educativo venezolano, que como hemos descrito en paginas anteriores, venia experimentando tendencia no solo a la recesión de la matricula, sino al la contracción de la cobertura servicio escolar, situación que retoma la política de democratización de la educación, a partir de los resultados contactados (Bravo, 2001) en 1993 llegamos a tener inscritos al 32% de los habitantes en la Escuela, retrocediendo en el 1994 a 30,9%, intensificándose el retroceso a 30.0% en 1999, para recuperarse un tanto en el 2000 y ascender a 30,2. Lo que indica que la población creció más fuertemente que el servicio escolar, en principio y que la recuperación del 2000 pesó muy poco. Ahora abría que rescatar los elementos que permitan contrastar las causas de este repunto de la matricula y el desarrollo efectivo del sistema escolar venezolano. Una evaluación del impacto real de las Escuelas Bolivarianas, la exoneración del cobro de matricula u otras iniciativas del Gobierno actual surtieron efectos sobre la dinámica matricular del sistema escolar venezolano. Intención estas que en términos de leyes y decretos ha estado plasmados, pero paseándonos por los acontecimientos educativos de los últimos dos año reflejan una etapa conflictiva, entre paros y manifestaciones magisteriales y que en líneas generales, la política educativa de la actual gestión gubernamental – ministerial en la realidad educativa venezolana sufre de lentitud en el logro de sus metas y alcances.
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